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Leidy Julieth Martinez Acevedo

De: Secretaría Tribunal Superior - N. De Santander - Pamplona
Enviado el: jueves, 19 de septiembre de 2024 3:51 p. m.
Para: Leidy Julieth Martinez Acevedo
CC: Alix Elena Contreras Valencia
Asunto: RV: ALEGATOS DE CONCLUSIÓN proceso LIGIA TERESA PARADA CARVAJAL contra 

PORVENIR S.A. y OTROS. Rad: 54518310300120230006401 (DQ-KS)
Datos adjuntos: ALEGATOS TRIB PAM 2023 064 LIGIA TERESA PARADA CARVAJAL.pdf

 
Atentamente, 
  
ENGELBERTH ROLANDO FLECHAS 
SECRETARÍA GENERAL 
TRIBUNAL SUPERIOR DE PAMPLONA 
Tel 5680530 – Fax 5683199 - cel 3213732744 
Calle 4 6-76 Palacio de Justicia “ALVARO LUNA GOMEZ” Of. A-402 
  
  
“Al recibir el contenido de este mensaje por parte de esta dependencia se entenderá como aceptado y se recepcionará como documento
prueba de la entrega del usuario. (Ley 527 del 18 Agosto de 1999) Reconocimiento Jurídicos de los Mensajes de Datos en Forma
Electrónica a Través de las Redes Telemáticas" 
 

De: | López & Asoc | Abogados <abogados@lopezasociados.net>  
Enviado el: jueves, 19 de septiembre de 2024 3:34 p. m. 
Para: Secretaría Tribunal Superior - N. De Santander - Pamplona <stsuppam@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Despacho 03 
Sala Única Tribunal Superior - N. De Santander - Pamplona <des03tspam@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
CC: notificacionesjudiciales <notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co> 
Asunto: ALEGATOS DE CONCLUSIÓN proceso LIGIA TERESA PARADA CARVAJAL contra PORVENIR S.A. y OTROS. Rad: 
54518310300120230006401 (DQ-KS) 
 
 
Reciba un cordial saludo, 
 
Nos permitimos remitir documento para su trámite. 
 
Atentamente, 
 
LÓPEZ & ASOCIADOS 
LITIGIOS Y REPRESENTACIÓN JUDICIAL 
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Honorable 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PAMPLONA 

SALA LABORAL 

MAGISTRADO PONENTE DR. JAIME RAÚL ALVARADO PACHECO   

stsuppam@cendoj.ramajudicial.gov.co - des03tspam@cendoj.ramajudicial.gov.co  

E.  S.  D. 

 

 

Proceso Ordinario Laboral Promovido por LIGIA TERESA PARADA CARVAJAL contra la 

SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR 

S.A. y OTROS. 

 

Rad: 54518310300120230006401 

 

BELLA LIDA MONTAÑA PERDOMO, mayor de edad, vecina de esta ciudad, abogada titulada, 

identificada como aparece al pie de mi firma, obrando como representante de la firma de LÓPEZ 

Y ASOCIADOS S.A.S. identificada con NIT. 830.118.372 – 4, apoderada principal de la 

SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR 

S.A., conforme al poder que me fue conferido y que aporto junto con el presente escrito, dentro 

del término legal presento ALEGATOS DE CONCLUSIÓN con fundamento en los lineamientos 

trazados por la Corte Constitucional en la sentencia SU 107 de 2024, así: 

 

 

I. ANTECEDENTES 

 

La señora LIGIA TERESA PARADA CARVAJAL actuando a través de apoderado judicial 

interpuso demanda laboral en contra de LA ADMINISTRADORA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES, la AFP PROTECCIÓN S.A y mi representada SOCIEDAD 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A., para 

que previos los trámites de un proceso ordinario laboral de primera instancia, se declarare la 

INEFICACIA del traslado efectuado desde el Régimen de Prima Media con Prestación Definida 

(RPM) al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad (RAIS), y como consecuencia de ello, 

condenen a mi representada a trasladar todos los valores existentes en la cuenta de ahorro 

individual de la parte actora en virtud del retorno solicitado con dirección al Régimen de Prima 

Media. 

 

Por lo anterior, la demanda fue conocida por el Juzgado Primero (01) Civil del Circuito de 

Pamplona, el cual, al cumplirse con el lleno de requisitos normados en el CPT y SS, procedió a 

admitir el escrito de demanda, corriéndole traslado por el termino legal correspondientes a los 

extremos demandados, entre ellos, mi representada PORVENIR S.A y, en la contestación de la 

demanda nos opusimos a todas y cada una de las pretensiones. 

 

En sentencia del 03 de septiembre de 2024, la primera instancia resolvió: DECLARAR la 
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ineficacia del traslado de la señora LIGIA TERESA PARADA CARVAJAL del RPMD al RAIS, 

administrado por COLPATRIA S.A hoy PORVENIR S.A., así como los traslados horizontales 

realizados dentro del RAIS y, como consecuencia de ello, dispuso; CONDENAR a 

PROTECCIÓN S.A. al ser el fondo actual del accionante, a trasladar con destino a 

COLPENSIONES,  todos los valores que obran en su cuenta de ahorro individual, lo que incluye 

los aportes con sus rendimientos financieros, con cargo a sus propios recursos.  

 

Por lo anterior y dentro del término conferido en esta instancia para los no apelantes, 

respetuosamente elevo ante ustedes la solicitud de no dar por probado el traslado y, en 

consecuencia, absolver a cada uno de los extremos demandados una vez el H. Tribunal halle 

probadas las siguientes: 

 

 

II. RAZONES JURÍDICAS Y FÁCTICAS 

 

PORVENIR S.A., como Administradora de Fondo de Pensión, siempre le GARANTIZÓ a los 

potenciales afiliados y vinculados al Sistema de Ahorro Individual con Solidaridad, la protección 

del derecho de información, la cual es acorde con las disposiciones legales señaladas por la 

Superintendencia Financiera de Colombia, tanto así que, esta entidad en la Circular 019 de 1998, 

dispuso que la única exigencia establecida para materializar y que produjera efectos jurídicos el 

traslado de régimen pensional, era que el afiliado expresara su voluntad a través del 

diligenciamiento del correspondiente formulario. 

 

La misma entidad, mediante concepto No. 2015123910-002 del 29 de diciembre de 2015, indicó 

que, el deber de asesoría por parte de las AFP’s solamente fue previsto cuando se creó el 

Sistema de Información al consumidor Financiero, esto es, con la Ley que reformó el Estatuto 

Orgánico del Sistema Financiero – Ley 1328 de 2009- y su Decreto Reglamentario 2555 de 2010. 

 

Conforme a lo expuesto, las Administradoras de pensiones únicamente cuentan con los 

formularios de afiliación, por lo que solicitar pruebas documentales distintas sin duda resulta una 

violación al debido proceso. 

 

Ahora, como quiera que la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia Sala Laboral ha 

establecido el deber de los fondos privados de acreditar el deber de información, necesario es 

indicar que, dentro de la libertad probatorio debe analizarse lo expuesto por la parte demandante 

en el interrogatorio de parte y su conducta durante la permanencia en el fondo que represento, 

al menos como inicios no solo de conocer aspectos específicos del funcionamiento  del régimen 

de ahorro individual sino también de permanecer en este régimen, ya que a pesar de JAMÁS 

haber estado en imposibilidad de retornar al RPMPD, no lo hizo y por el contrario, realizó aportes 

en su cuenta de ahorro individual. 

 

Además de los indicios como medio de prueba, están las presunciones legales. Por ello, es 

fundamental indicar que, el artículo 9º del Código Civil, menciona que, “la ignorancia de las leyes 
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no sirve de excusa”; luego, la parte actora al igual que todos los habitantes del territorio nacional, 

les compete conocer el contenido de las leyes y, en el evento de que le surgieran inquietudes, 

realizar las consultas correspondientes. 

 

La Corte Constitucional en la Demanda de inconstitucionalidad del artículo 9° del Código Civil, 

expresó: 

 

¿Pugna la disposición contenida en el artículo 9° del Código Civil, con principios consagrados 

en la Constitución Política de Colombia, tales como la presunción de buena fe, la igualdad y la 

vigencia de un orden justo? (…) 

 

Aún pudiera considerarse otra clase de reglas de cuya ignorancia pueden seguirse efectos 

negativos para el destinatario, a saber: las que atribuyen competencias a ciertas personas o 

corporaciones para dictar normas capaces de vincular a los individuos. Pero con respecto a ellas, 

caben consideraciones similares a las que se hicieron a propósito de las de la categoría 1. No es 

preciso leer la Constitución ni el Código de Régimen Político y Municipal, para enterarse de 

dónde emanan las reglas que deben ser reconocidas como obligatorias. Aún las personas 

carentes de los conocimientos más elementales saben que los agentes de policía 

(significativamente identificados por nuestros campesinos como “la ley”), los comisarios, los 

inspectores, los alcaldes, los concejos municipales, ejercen autoridad sobre el resto de la 

población. 

 

“El conocimiento de la ley es un supuesto de convivencia y una construcción jurídica (…), 

es indispensable para conservar el orden jurídico de un Estado y para proteger los 

derechos, garantías y deberes de sus asociados. Es decir, en estricto derecho, constituye 

una presunción Juris et Jure sobre la que se asienta toda la organización jurídica y social 

de las naciones civilizadas”. Sentencia C651/97. 

 

Como puede verse, PORVENIR S.A., no solo a partir del formulario de vinculación, sino a través 

de los indicios antes referidos y la presunción legal, acredita que cumplió con la carga de probar 

el deber de información para con la demandante. 

 

Ahora bien, en el hipotético evento de que el H. Tribunal considere que, el negocio jurídico 

celebrado entre las partes no tuvo validez porque PORVENIR S.A., no probó el deber de 

información,  debe ordenarse el traslado  de los recursos a COLPENSIONES en los términos del 

artículo 113, literal b) de la Ley 100 de 1993, esto es “el saldo de la cuenta individual, incluidos 

los rendimientos (…)”, lo que impide que legalmente se pueda ordenar la devolución de sumas 

diferentes a las referidas en esta norma. 

 

De otra parte, si se acoge la teoría de las restituciones mutuas consagradas en el artículo 1746 

del Código Civil, la regla general de la nulidad judicialmente pronunciada es que da a las partes 

el derecho a ser restituidas las cosas “al mismo estado en que se hallarían si no hubiese existido 

el negocio o contrato nulo, establece una serie de excepciones o pautas. “Así lo expuso la H. 
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Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia: 

 

“Si el negocio ha sido cumplido, total o parcialmente, por una de las partes o por ambas, la 

situación se retrotrae al estado en que las partes estarían de no haber celebrado el 

negocio. Es en esta circunstancia donde tienen cabida las restituciones de que trata 

el artículo 1746, que después de consagrar la regla general según la cual la nulidad 

judicialmente pronunciada da a las partes derecho a ser restituidas al mismo estado 

en que se hallarían si no hubiese existido el negocio o contrato nulo, establece una 

serie de excepciones y pautas. (negrillas fuera de texto) 

 

Entre las excepciones, se encuentra lo concerniente al objeto o causa ilícita, casos en los 

cuales no es posible repetir lo que se haya dado o pagado a sabiendas de la ilicitud (1525); 

como tampoco lo que se haya dado o pagado al incapaz, salvo prueba de haberse hecho 

este más rico (1747). Tampoco hay lugar a la restitución material del bien cuando ello no 

sea posible por motivos de utilidad pública o interés social, casos en los cuales se dará 

una reivindicación ficta o compensatoria (artículo 58 de la Constitución Política). 

 

En cuanto a las pautas que dan los incisos del artículo 1746, está lo relativo a la posesión 

de buena o mala fe de las partes, tanto para las restituciones mutuas como para la 

conservación o devolución de frutos, intereses y mejoras, “según las reglas generales”, 

que son las que establece el artículo 961 y siguientes del Código Civil. 

 

Aunque la distinción entre buena fe objetiva y buena fe subjetiva pudiera tener alguna 

utilidad en un contexto extrajurídico, por ser una cuestión de definición, no puede negarse 

que al fin de cuentas todo hecho con relevancia jurídica que se origina en una acción 

humana voluntaria parte de la interioridad del sujeto y tiene que manifestarse en un signo 

externo interpretable a partir de criterios jurídicos, de otro modo no tendría relevancia para 

el derecho. De ahí que todo instituto jurídico en el que la buena fe juegue un papel 

preponderante se concreta finalmente en una buena fe objetivada, es decir 

normativamente analizable.” 1 

 

Ahora bien, es importante resaltar el precedente de la H. Corte Constitucional, en sentencia SU 

107 de 2024, respecto a la ineficacia del traslado de régimen, ya que esta corporación fue 

enfática en indicar que, la inversión de la carga de la prueba no puede ser una regla obligatoria 

en los procesos donde se pretenda la ineficacia del traslado de régimen pensional, pues el juez 

como director del proceso, puede excepcionalmente acudir a este mecanismo no sin antes haber 

agotado los demás medios de prueba que él considere necesarios, pertinentes y conducentes y 

que le permitan llegar a un pleno convencimiento conforme a las reglas de la sana crítica, 

evitando con ello un uso desproporcionado de esta herramienta probatoria. Al respecto señaló: 

 

“En suma, las partes deben aportar al proceso todas las pruebas que estén a su alcance 

 
1 SC 3201-2018 
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y que siendo necesarias, pertinentes y conducentes para la resolución del litigio el juez 

debe decretar y practicar, al tiempo que el juez debe hacer uso de sus poderes o 

facultades oficiosas en materia probatoria para lograr desentrañar la verdad de lo 

ocurrido. En ese contexto, la inversión de la carga de la prueba puede ser 

excepcionalmente una opción de la que puede hacer uso el juez, pero no la única 

herramienta probatoria para desentrañar los hechos ocurridos y con ellos la verdad 

que le permitan luego de su valoración conforme a las reglas de la sana crítica 

resolver los casos sometidos a su escrutinio y decisión.” Negrilla y subrayado fuera 

de texto original.  

 

De igual forma, la mencionada sentencia de unificación estableció los parámetros bajo los cuales 

se debe entender el deber de asesoría, pues, para la fecha en que se realizó el traslado del 

accionante con mi representada, se encuentra en el periodo de 1993 a 2009, razón por la cual, 

le eran aplicables los siguientes parámetros de afiliación: 

 

 “En consecuencia, durante este período, la información que debía prestarse a las personas 

que pretendieran afiliarse al Régimen de Ahorro Individual y Solidaridad - RAIS estaba 

relacionada, en lo esencial, con la forma en que dicho régimen operaba. Los asesores de las 

AFP debían, entre otras cosas, ilustrar al usuario sobre: (i) Los tipos de riesgos que allí se 

reconocerían (pensiones de vejez, invalidez y sobrevivientes), y cada una de sus modalidades 

(retiro programado, renta vitalicia inmediata o el retiro programado con renta vitalicia diferida). 

Igualmente debía informársele sobre la figura de los excedentes de libre disposición en el 

RAIS, o sobre las posibilidades que en este se tienen para usar los aportes en la adquisición 

de vivienda. (ii) La posibilidad de realizar cotizaciones adicionales a las obligatorias, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 62 de la Ley 100 de 1993. (iii) Qué sucedería si 

no lograba reunir, en su cuenta, el monto mínimo para acceder a una pensión de vejez con el 

110% del salario mínimo. (iv) La manera en que opera la garantía de la pensión mínima; y, 

(v) La forma en que se garantizaría la devolución de saldos en caso de que no lograra acceder 

a una pensión. A su turno, a diferencia de lo que ocurre en el Régimen de Prima Media con 

Prestación Definida - RPM, las AFP debían explicar a las personas que el monto de las 

pensiones en el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad - RAIS no depende 

necesariamente de lo que devenguen en sus últimos años de trabajo, sino que dicho modelo 

se caracteriza porque la mesada se liquida con base en lo que se logre ahorrar en una cuenta 

individual y los rendimientos y que, por lo tanto, no cuentan con ningún tipo de subsidio en el 

monto de la mesada” 

 

Por lo anterior, queda en evidencia que la labor de asesoría estuvo acorde a lo reglado en la Ley 100 

de 1993 para la época en que se surtió la misma, de esta forma, le fue garantizado su derecho a la 

libre escogencia de régimen pensional para que, el accionante de manera libre, voluntaria e 

informada, tomará la decisión de afiliarse o no a la AFP. De modo tal que, mi mandante cumplió 

cabalmente su deber de asesoría y fue el actor quien, de manera libremente y consciente decidió 

realizar la afiliación. 

 

Saltan a la vista los errores en los cuales fue inducido el juzgado primigenio, pues, si hubiera 
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valorado en debida forma el deber afiliación y los hechos de modo, tiempo y lugar en que se 

realizó el traslado del RPMD al RAIS por parte del accionante, no hubieran salido avante las 

pretensiones incoadas en el libelo demandatorio. 

 

 

III. PETICIÓN 

 

Por las anteriores consideraciones, respetuosamente se solicita al H. Tribunal Superior de 

Pamplona – Sala Laboral: 

 

1. Revocar la sentencia de primera instancia en lo que hace referencia a la declaración de 

la ineficacia, una vez se analicen la totalidad de las pruebas decretadas y practicadas en el 

proceso, entre ellas, los indicios que muestran que, la parte actora REALIZÓ ACTOS claros, 

suficientes y conscientes para permanecer en el RAIS, de lo que se debe concluir sin dubitación 

que, en el proceso aflora sin duda que la parte actora conocía de las implicaciones de trasladarse 

de régimen pensional. 

 

2. En el evento de confirmar la decisión de la primera instancia en cuanto a declarar la 

ineficacia del traslado pensional, comedidamente solicitó sea revocada la condena en costas en 

la cual figura mi representada, ya que como puede verse, en todo momento PORVENIR S.A ha 

actuado de manera diligente en las instancias procesales y con su deber de información para 

con el demandante. 

 

 

Atentamente, 

 

 

 

BELLA LIDA MONTAÑA PERDOMO 

C.C. No. 52.033.898 de Bogotá 

T.P. No. 80.593 del C. S. de la J. 
DQA/BLMP 
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